Pulseta 
Participación y descentralización
Congeniando ideales con resultados

Aunque las comparaciones son odiosas, nada mejor que ampliar la mirada y conocer otras realidades para comprender la propia. Por ello, el encuentro regional “Participación ciudadana y procesos de descentralización: Experiencias comparadas entre Perú, Chile y Bolivia”, realizado recientemente en La Paz, con la presencia de expertos de los tres países, resultó en extremo revelador. Por un lado, sirvió para constatar que a pesar de la proximidad geográfica, en materia de participación ciudadana y descentralización, estas naciones han experimentado procesos sociales muy diferentes, que reflejan las particularidades de su cultura política, su idiosincrasia y la calidad de su democracia. Por otro lado, puso en evidencia la magnitud del desafío de descentralizar, de acercar el Estado a la ciudadanía, en países donde la vigencia de la democracia es relativamente reciente, con grandes deudas sociales y retos económicos, que han configurado una historia tan peculiar como sus resultados.
Chile, después de una larga y dura dictadura, emergió a la vida democrática con una solidez impensable, con procesos de concertación política y logros económicos y sociales apreciables en comparación con el resto de la región. El grado de institucionalidad que ostenta y una actitud conciente de respeto a las normas de parte de sus ciudadanos, provocan la admiración de muchos, aunque también críticas de sectores progresistas del mismo país, quienes sostienen que “en Chile hasta la izquierda es conservadora”. No obstante, la estabilidad política y económica ha rendido frutos, delineando una sociedad con un apreciable desarrollo humano. Con todo, Chile es un país centralista, “santiagocéntrico”, con un proceso de desconcentración incipiente aunque no desdeñable, que en los últimos años ha apostado por el despegue de regiones antes postergadas, como las del norte, en la frontera con Perú y Bolivia. 
¿Cómo se expresa en Chile la participación ciudadana? Según Luis Moya, el experto que visitó Bolivia, el gobierno de Michelle Bachelet ha fijado la meta de “pasar del espacio de la voluntad a la institucionalidad” para hacer de la participación ciudadana algo más que una quimera. Esto implica transformar los mecanismos de relacionamiento entre ciudadanía y Estado; definir mecanismos de participación ciudadana que sean respetados por las instituciones públicas y sus representantes, de manera que “por ley”, el ciudadano tenga derecho de acceder a información pública, a participar en la planificación de las gestiones y a no sufrir ningún tipo de discriminación. Empero, hasta ahora, la participación ciudadana en Chile es fundamentalmente corporativa y no tiene referentes territoriales; y responde a una relación en la que a mayor desarrollo se registra menor demanda de participación social.
Perú, por su parte, ha vivido ocho intentos de descentralización inconclusos; lo que no implica, que este sea un país absolutamente centralista. En otras palabras, no se ha consensuado una política de descentralización formal del Estado, pero hay avances en términos de autonomía de gestión y manejo de recursos: existen mecanismos de participación en la planificación; en la rendición de cuentas y control social; de concertación política y coordinación con organizaciones de la sociedad civil. En otras palabras se ha ido construyendo institucionalidad en torno a avances de facto, no necesariamente acompañados por una normativa que los estructure. Es decir la demanda ciudadana ha tenido que hacerse carne a falta de voluntad política.
Bolivia, en tanto, se muestra aventajada en materia de participación social y descentralización. Con un proceso de autonomía municipal que tiene ya 15 años y una normativa que favorece la inclusión política y el control social, sin duda ha superado con creces a sus vecinos en la relación Estado- ciudadano. No obstante, exhibe debilidades en cuanto a institucionalidad y ostenta una cultura política muchas veces poco democrática e intolerante con el disenso. Dicho de otro modo, a los valiosos avances en la participación social en las gestiones locales, traducidos en mejores condiciones de vida para la población marginada y en un empoderamiento político que amplía el concepto de democracia, se oponen las fragilidades de un participacionismo, que no ha servido para construir una cultura ciudadana de respeto a la institucionalidad; de cumplimiento de deberes y respeto a los derechos; de creación de sentidos de integración, pertenencia y construcción de consensos.
Entre Chile, Perú y Bolivia existen matices diversos, tareas pendientes, y deudas con una sociedad que, por su parte, tampoco termina de ser plenamente respaldada por su Estado. La búsqueda del equilibrio necesario entre institucionalidad y participación ciudadana, podría ser la mejor respuesta para la construcción de modelos de desarrollo centrados en el bienestar para la población.
